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Dilemas de la reforma indígena

ALAN ARIAS MARÍN Y JOSÉ MARÍA RODRÍGU

La reforma constitucional en materia de derechos y cultura indígenas posee como
característica central la figura lógica del dilema. La normatividad que ahora conforma el
nuevo artículo segundo de la Carta Magna, la misma que ha generado discrepancias, acaso
irreconciliables en cuanto a sus contenidos, incluidas las controversias constitucionales que
la Suprema Corte de Justicia de la Nación declaró improcedentes, constituye, sin duda, uno
de los temas más polémicos de la agenda política del país.

Una primera razón para reflexionar y analizar, con seriedad y rigor, la reforma
constitucional indígena consiste en el hecho de ser mucho más que un cambio jurídico
significativo para el país. Contrariamente a la opinión generalizada y los lugares comunes,
esta reforma trasciende las demandas de las comunidades indígenas y la multiplicidad de
sus etnias, va más allá del movimiento de reivindicación indígena y su miríada de
organizaciones, entre las que destacan algunas de raigambre indígena proclives a la
disidencia armada, como el ezln. El proceso que ha acompañado la elevación a rango
constitucional de los derechos de los indios ha permitido la confluencia de múltiples actores
que, a pesar de sus divergencias, dan continuidad a un proyecto de eliminación de las
discriminaciones y las desigualdades, y aspiran a conformar una sociedad incluyente y
justa.

El rezago social de la mayoría de los indígenas en México es una dificultad mayor a su
incorporación efectiva en un nivel más complejo de la vinculación normativa. Estamos
hablando de más de diez millones de mexicanos poseedores de muy variadas formas
culturales, con el agravante de su marginación y su exclusión. La reforma indígena no elude
esta realidad dolorosa en el plano social pero, no por ello, menos esperanzadora en el
ámbito de la cultura.

En las nuevas disposiciones constitucionales se observa una convergencia estratégica. Por
un lado, se asume el principio de dignidad de todos y su consecuente igualdad, por el otro,
se reconoce el principio de diferencia y la pluralidad cultural que le es inherente, todo ello
en el marco del Estado democrático de derecho. La reforma constitucional fue construida
en la perspectiva de garantizar el programa liberal de universalización de los derechos para
quienes, por diversas circunstancias históricas y culturales, sociales y políticas, se vieron
vulnerados en sus derechos a la igualdad y restringidos en el ejercicio de sus libertades. Sin
embargo, las recientes modificaciones a la Carta Magna también consideran la validez de
las reivindicaciones de las minorías para su reconocimiento cultural, bajo la premisa de la
unidad de la nación.

El objetivo de la reforma, al incorporar en la Constitución los derechos de los indígenas
mexicanos, apunta a lograr una convivencia respetuosa y tolerante de las diferencias, en un
marco jurídico general, fundado en la igualdad de los ciudadanos. La perspectiva final es la
de una nación democrática, apegada a criterios de justicia, donde se resguarden los
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derechos fundamentales de los individuos, se aseguren oportunidades de desarrollo para las
comunidades y se garantice la civilidad a partir de la composición pluricultural del país. Se
trata de una reforma que busca ser congruente con todas las fases del Estado liberal
constitucional; incorpora los derechos individuales, las garantías sociales –todavía en
juego– y la nueva dimensión del reconocimiento de las diferencias culturales, incluidos los
intereses universalizables o derechos humanos.

Las insatisfacciones y los desacuerdos que se articulan en torno a finalidades que van más
allá de los cambios constitucionales mantienen viva la discusión. De lograr, quienes hoy
impugnan la reforma, una articulación política con la dimensión suficiente para modificar
la correlación de fuerzas se abrirán posibilidades de incorporar nuevos contenidos e,
incluso, se podrán hacer replanteamientos novedosos a la Constitución, los que
inevitablemente habrán de estar en concordancia con la instauración de una nueva forma de
Estado. Mientras esto no ocurra, si bien la reforma cuenta con la legitimidad formal que le
otorga la representación nacional, corroborada con la resolución de la Suprema Corte de
Justicia, estamos ante modificaciones legales políticamente vulneradas, débiles en la
medida que carecen del consentimiento y la aceptación de los sectores más organizados y
de mayor mérito en el impulso de las justas reivindicaciones indígenas en México.

Dilema 1: el conflicto del ezln en Chiapas y los Acuerdos de San Andrés
La reforma constitucional parte de dos antecedentes jurídicos. Por una parte, el hecho que
desde 1990 el país ratificó el Convenio 169 de la oit sobre pueblos indígenas y tribales en
países independientes; y, por la otra, que en concordancia con ese tratado internacional, se
modificó en 1992 el artículo 4 de la ley suprema, para introducir el cáracter pluricultural de
la nación, sustentado originalmente en los pueblos indígenas, y la precisión, en la fracción
vii del artículo 27 constitucional, de la protección a la integridad de las tierras de los grupos
indígenas.

Sin embargo, el camino hacia la afirmación de los derechos indígenas en el plano
constitucional no fue, en México, una cuestión académica y jurídica, sino eminentemente
política. La insurrección armada del ezln, el 1 de enero de 1994, y su rápida e inédita
evolución ideológica, al transitar de demandas propias de los grupos guerrilleros
reivindicadores de propuestas de corte socialista hacia planteamientos propios de los
movimientos etnopolíticos contemporáneos. El núcleo central de sus reclamos ubicó como
su centro de gravedad los derechos autonómicos de los pueblos y las comunidades
indígenas (reconocimiento de sus derechos económicos, políticos, sociales y culturales) y la
exigencia de acciones afirmativas por parte del Estado, a través de políticas
compensatorias, para elevar las condiciones de vida de los indígenas, eliminar las
discriminaciones y asegurar la igualdad de oportunidades.

Los Acuerdos de San Andrés Larráinzar son uno de los resultados del diálogo entre el
gobierno y el grupo armado. Cumplen un papel crucial tanto en el camino de una solución
legal y pacífica al conflicto, como en el proceso legislativo de incorporación de los
derechos indígenas a la Constitución. La firma de estos acuerdos fue para el zapatismo una
decisiva victoria estratégica, aunque ciertamente, significó un logro político de alto valor
táctico para el gobierno. En la interpretación del ezln, se obtuvo para los pueblos indígenas
el reconocimiento como sujetos de derecho con capacidad de libre determinación y
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autonomía, así como la aceptación del gobierno respecto a la necesidad de establecer una
nueva relación de los pueblos indígenas, el Estado y el conjunto de la sociedad. La
intransigencia del zapatismo en reivindicar como la única reforma constitucional aceptable
la del proyecto de Cocopa, presentada como iniciativa por el presidente Vicente Fox,
profundizó un debate sumamente complejo entre las concepciones liberales y
comunitaristas del Estado y la sociedad.

Dos lecturas han determinado la interpretación de estos acuerdos y, con ellas,
inderectamente, la valoración general de la reforma constitucional aprobada el año pasado.
Una, liberal-democrática, que entiende –en última instancia– como conciliables, en la
estructura básica de la sociedad y en su expresión jurídica constitucional, las premisas de
derecho a la dignidad y a la diferencia que constituyen el fundamento de los acuerdos. Esta
fue la línea seguida por el Congreso al aceptar la diversidad cultural materializada en más
de 56 grupos étnicos y otorgarles derechos políticos, sociales, económicos y culturales,
sobre todo el derecho a la autonomía relativa en la conducción de su vida interna; así como
un conjunto sistemático de políticas públicas de promoción del desarrollo, a través de
acciones afirmativas favorables a las poblaciones indígenas, en tanto que grupos vulnerados
en situaciones de inequidad y desventaja. El eje articulador de la reforma constitucional fue
garantizar la libertad de los ciudadanos, independientemente de sus orígenes o formas de
organización cultural, y atender las necesidades sociales básicas de quienes se encuentran
en condiciones de desigualdad.

La otra interpretación, comunitarista-histórica, tiene como punto de partida la ratificación
que, desde su perspectiva, se hace en los acuerdos respecto de las formas tradicionales
políticas, económicas, sociales y culturales de los pueblos indígenas originarios, que hoy
adquieren de nueva cuenta un carácter crítico ante los modos y consecuencias de una
modernización implacable. El nuevo pacto preconizado por los acuerdos debiera ser
producto de un arreglo entre los pueblos que conforman el Estado y no de un simple
contrato entre ciudadanos libres e iguales; se requiere de la construcción de un nuevo
Estado, que sólo podrá ser resultado del reconocimiento de los derechos colectivos e
integrales de los pueblos indígenas y demás actores sociales que acepten su pertenencia a
una misma comunidad histórica.

La batería de argumentos críticos utilizados para impugnar los contenidos de la reforma
constitucional, que derivan de esta segunda interpretación, consiste en la falta de
reconocimiento de los pueblos como sujetos de derecho y de las comunidades como
entidades de derecho público; el carácter no obligatorio del uso y disfrute colectivo de los
territorios que ocupan, y la negativa a una plena jurisdicción legal sobre sus territorios.

A estas dos lecturas les subyacen dos ideas antagónicas acerca del Estado moderno. Por un
lado, la sustentada en la conciencia colectiva y la voluntad general y, por el otro, la que
apela a la ciudadanía y a sus capacidades de autolegislación. La primera asume la idea de
una comunidad de destino cultural e histórico (nacionalismo étnico), en tanto que la
segunda –procedimental– se cimenta en la idea de una sociedad política que garantiza la
representación de la diversidad de intereses, al tiempo que es respetuosa de los principios
de libertad, justicia y diferencia (nacionalismo cívico). Tratar de entender las dos
concepciones contrapuestas que derivan de los Acuerdos de San Andrés, son una clave



Este País 140 Noviembre 2002

4

explicativa para la comprensión de algunos rasgos esenciales de este conflicto, de duración
inopinada y, en lo que aquí nos concierne, para entender por qué la reforma constitucional
aprobada resulta radicalmente insuficiente e inaceptable para el movimiento zapatista.

Dilema 2: conflictos negociables e irresolubles
En teoría política se establece una dura distinción entre conflictos negociables y los que no
lo son. Los primeros están orientados a obtener más o menos ventajas del adversario y son
susceptibles de solución mediante acciones correctivas y reformas legales e institucionales
que impliquen distribuciones más equitativas del poder político y del producto social. Este
tipo de conflictos son observados, incluso, como saludables y pueden resultar en una mayor
cohesión de las sociedades democráticas, siempre y cuando se establezca un entramado
institucional garante de la gobernabilidad y que correponda a la pluralidad política.

Por otra parte, existen conflictos sin posibilidad de negociación, no asimilables a la
legalidad y la institucionalidad propias del régimen político vigente. Se trata de
confrontaciones propias de sociedades divididas entre tendencias divergentes de carácter
étnico, lingüístico o religioso. En las últimas décadas se han convertido en relevantes por
los problemas derivados del carácter multinacional o multicultural de las sociedades
atrasadas o con sistemas democráticos defectuosos e insuficientes. Como resultará evidente,
estos rasgos se ajustan con inusitada fidelidad a la concepción que impera en el arco de
opiniones afines al movimiento zapatista en contra de lo que, desde su perspectiva, es un
sistema de opresión.

El conjunto de demandas y emplazamientos políticos y discursivos que enarbola el ezln han
sido y son difícilmente procesables por el gobierno. No aspira al asalto del poder
constituido, pero sí se afirma como una organización que reivindica una multiplicidad de
espacios de excepción, contrapoderes y ámbitos de resistencia a los embates de la disciplina
de la sociedad de dominio. Es verdad que, desde su concepción de Estado, se requiere
impulsar un proyecto político de nación alternativo que reconozca el poder constituyente
del pueblo y acepte la diversidad de las comunidades que lo conforman, así como la
necesidad de un arreglo institucional de nuevo tipo.

En consecuencia, desde una óptica de los conflictos políticos, el que se da entre el ezln y el
gobierno federal es uno de carácter inconciliable; no es de más o menos, es, más bien de los
que se formulan como de esto o lo otro. Por consiguiente, queda claro que la reforma
constitucional aprobada por el Congreso resulta, con esta óptica, a todas luces insuficiente
en la perspectiva tanto de la solución del conflicto, como de la satisfacción de las demandas
del movimiento zapatista. Hay un dilema político, cuyo núcleo no es resoluble dadas las
líneas de interpretación y argumentación puestas en juego.

También manifiesta ser un conflicto insoluble bajo una perspectiva cultural. Desde lo que
pueden denominarse problemáticas culturales, no se puede eludir que algunos conflictos
tienen como elemento definitorio las contraposiciones étnicas, lingüísticas o religiosas,
factores determinantes que hacen prácticamente imposible superar las discrepancias entre el
Estado nacional homogéneo y los pueblos y comunidades reivindicadores de los derechos
tradicionales. Es esta dificultad lo que hace prácticamente nugatoria la posibilidad de una
solución pacífica, que autolimite la facultad de coacción por parte del gobierno legalmente
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constituido.

El predominio de una concepción cultural y política de raigambre comunitaria de una de las
partes, contraria a los principios en los que se sustenta el Estado liberal-democrático
–propio de las sociedades plurales donde el eje de la política es el sistema de partidos–, se
constituye en el obstáculo más evidente para la neutralización de las contradicciones y la
superación de los conflictos de índole política, que se fundamentan en una cultura que
consideran como la expresión más clara de los intereses de los pueblos.

El predominio de las reivindicaciones de los pueblos, fundamentados en una idea de
comunidad histórica –dotada de instituciones políticas y sociales, que ocupa un territorio,
comparte una lengua y una cultura diferenciadas– hace evidente que se está ante formas de
vida significativas a lo largo y ancho del conjunto de las actividades humanas, sociales,
educativas, religiosas, recreativas y, por supuesto, económicas. Estos mundos de vida y
culturas societales, están orientados a su realización, su plena vigencia y reproducción, con
ello, al aseguramiento de su continuidad intergeneracional. Es por eso que abarcan la esfera
no sólo de lo privado, sino de manera determinante, también la del ámbito de lo público.

La tarea legislativa estuvo pensada y encaminada a incorporar los derechos indígenas a la
Constitución y no orientada a la solución del conflicto entre el ezln y el gobierno federal en
Chiapas. El universo de referencia no era el ezln, a pesar de que fue la organización política
que llevó a primer plano este tema; tampoco los indígenas chiapanecos, ni siquiera los más
de diez millones de indígenas que habitan en el país, sino el conjunto de la población
mexicana vista desde un orden constitucional capaz de garantizar derechos iguales para
todos, de otorgar derechos autonómicos y diferenciados relativos a los pueblos y
comunidades indígenas, en el marco del Estado, y de promover acciones afirmativas a favor
de esa numerosa minoría vulnerable.

El criterio que prevaleció en el Constituyente Permanente fue la consideración de que lo
más adecuado para la sociedad mexicana y los grupos étnicos que forman parte de ella era
una modificación a la ley suprema que no contraviniera la estructura jurídico-política del
Estado mexicano. Lo determinante era legislar para la nación y no restringir esta tarea sólo
a un asunto eminentemente político, como es la firma de la paz, que pondría fin al conflicto
en Chiapas.

La sobrecarga de significados políticos –agudizados por la presencia del ezln en la ciudad
de México y en el Congreso– fue un elemento de presión en torno a la reforma indígena.
Ello ha propiciado la creación de mitos y tabúes respecto de los documentos emblemáticos
del movimiento, como son el proyecto de la Cocopa y los Acuerdos de San Andrés.

Dilema 3: libre determinación de los Estados y autonomía de los pueblos indios
En el nuevo artículo segundo se concentra, de una parte, el conjunto de las atribuciones de
los indígenas (libre determinación y autonomía para decidir formas internas de convivencia,
aplicar sus sistemas normativos en regulación y solución de sus conflictos internos,
elección de autoridades de gobierno interno con base en sus normas, acceder al uso y
disfrute preferente de los recursos naturales en los lugares que habitan y ocupan, elegir
representantes ante los ayuntamientos y acceder plenamente a la jurisdicción del Estado); y,
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de otra parte, las obligaciones correspondientes del Estado (reconocimiento de los pueblos
y comunidades en las constituciones y leyes de las entidades federativas, establecimiento de
las características de libre determinación y autonomía en cada entidad y de las normas para
reconocer a las comunidades como entidades de interés público; para los tres órdenes de
gobierno es obligatorio promover la igualdad de oportunidades, eliminar las
discriminaciones, establecer instituciones y políticas, diseñadas y operadas conjuntamente
con los indígenas, para garantizar la vigencia de los derechos y el desarrollo integral de los
pueblos, establecimiento de partidas específicas destinadas al cumplimiento de estas
obligaciones, así como procedimientos para que las comunidades participen en su ejercicio
y vigilancia).

Este precepto constitucional precisa, también, la definición de pueblos indígenas mediante
la adecuación del concepto del artículo 1 inciso b) del Convenio 169 de la oit a la realidad
del país. Estos son definidos como aquellos que descienden de poblaciones que habitaban
en el territorio actual del país al iniciarse la colonización y aún mantienen sus instituciones
sociales, culturales, económicas y políticas, o parte de ellas; establece que la conciencia de
su identidad indígena es uno de los criterios para determinar a quiénes se aplican las
disposiciones sobre pueblos indígenas.

En el debate, conviene tener presente un aspecto de este Convenio que a menudo se soslaya
o se rebaja en sus consecuencias, el referente a la precisión, en el artículo 1, párrafo 3 de
este tratado internacional, de que la utilización del término "pueblos" no deberá
interpretarse en el sentido de que tenga implicación alguna en lo que atañe a los derechos
que pueda conferirse a dicho témino en el derecho internacional. Si bien, desde 1948 la
Carta de las Naciones Unidas estatuye (artículos 1 y 55) "el derecho de los pueblos a la
autodeterminación", e instrumentos posteriores ratifican este derecho, destacadamente los
convenios conocidos como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el Pacto
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en vigor desde 1976 y
ratificados por México en 1981. En sentido análogo a la restricción que el Convenio 169
adjunta al concepto de pueblo, el conjunto de la normatividad internacional adscribe un
significado igual u homogéneo entre la noción de pueblo y la de Estado-nación.

De esta manera, en la medida en que son los Estados nacionales los suscriptores de los
tratados y convenios y, sobre todo, los sujetos de los derechos, el reconocimiento de los
pueblos queda acotado y subordinado a los primeros. Con base en esta consideración, el
nuevo artículo 2 constitucional establece una premisa general extendible a todo el texto
constitucional, la unicidad e indivisibilidad de la nación mexicana. Esta premisa confiere al
Estado exclusividad en cuanto a ser el sujeto de los derechos de libre determinación como
condición sine qua non de la soberanía e integridad de la nación. Su consecuencia obliga a
considerar la autonomía de los pueblos y comunidades indígenas como una autonomía
subordinada o de segundo orden, en tanto que esos derechos son otorgados para "asegurar
la unidad nacional".

El derecho de los pueblos indígenas a la libre determinación se ejercerá, entonces, como
autonomías relativas que aseguren la unidad nacional. El reconocimiento de los pueblos y
las comunidades indígenas habrá de darse en el marco del federalismo, por lo que será
facultad de los Congresos de las entidades federativas el otorgarlo. Se cancela con ello,
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constitucionalmente, la posibilidad de que el Estado pueda configurarse a partir de la
asociación libre de pueblos indígenas en un ámbito comunitario y, en consecuencia,
predomina la sujeción a una estructura representativa, democrática y federal. El sujeto de
derecho son los individuos indígenas, no los pueblos y las comunidades, por lo que la
jerarquía de las relaciones de poder no obedece a la lógica de la democracia comunitaria,
sino a la representativa, en que se sustenta el Estado liberal-democrático.

Una lectura distinta a la letra y espíritu del derecho internacional y de la mayoría de las
constituciones nacionales y que critica con radicalidad la reforma indígena, apuesta a una
redefinición del concepto de pueblo como una unidad de cultura en el espacio y el tiempo,
amalgamada a la conciencia de identidad y a la voluntad de pertenenecia a una comunidad.
En esa óptica, se concluye con una definición de pueblo construida en la perspectiva de una
probable constitución de Estados plurales, diferentes a los liberal-democráticos. Las notas
definitorias para ser reconocidos como pueblos serían: la unidad cultural, un pasado y un
proyecto de futuro comunes, identidad colectiva y territorio propio, lo que le otorgaría un
derecho pleno a la libre determinación y autonomía. Como resultará evidente, es esta línea
interpretativa la base para formas de Estado multinacional o multicultural, en el que el
sujeto de derecho son los pueblos y a los que se les reconoce como verdaderas entidades
territoriales independientes, titulares de derechos colectivos de naturaleza distinta a los
individuales.

Existe, pues, un dilema que subyace en la interpretación-valoración del sujeto de derecho
de la reforma constitucional. Para quienes asumen que los cambios legales deben
mantenerse en el ámbito de la estructura constitucional del Estado, sólo se requería
establecer el carácter pluricultural de la nación mexicana y las formas en que los pueblos
realizarían su derecho de libre determinación y autonomía; en tanto que para quienes
postulan un Estado multicultural o plural, resultado del acuerdo entre los pueblos que lo
conforman y no del pacto entre ciudadanos libres e iguales, la reforma debería ser el punto
de partida para una reconfiguración de la estructura del Estado con base en el
reconocimiento de la diversidad de los pueblos y de sus derechos colectivos, como
fundamento y legitimidad originaria, lo que obligaría a la especificación clara entre los
derechos particulares de cada pueblo y los derechos comunes y generales a cualquier
ciudadano.

Dilema 4: territorio y tierras
Del uso restringido o restrictivo del concepto de pueblo como equivalente de Estado, tanto
en la reforma indígena mexicana como en la normatividad internacional (lo que descalifica
a los pueblos indígenas como posibles sujetos de derecho) se implica necesariamente que
sus atribuciones de autodeterminación tengan limitaciones o restricciones importantes. La
libre determinación de los pueblos indígenas está acotada al Estado nacional de
pertenencia. Se trata de autodeterminaciones y autonomías relativas al ámbito de la vida
interna y en el marco de los Estados nacionales.

Una primera y decisiva consecuencia de la restricción apuntada se refiere a la noción de
territorio. Esta categoría se preserva como exclusiva del Estado nacional, ámbito universal
de su validez y espacio de su jurisdicción institucional, como condición para garantizar la
integridad de la nación y la soberanía. La reforma constitucional indígena otorga el derecho
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de los pueblos y las comunidades a acceder al uso y disfrute preferente de los recursos
naturales de los lugares que habitan, con respeto a las formas de propiedad y tenencia de la
tierra. Tal formulación permite modalidades de apropiación o disfrute colectivas, pero,
ciertamente, no las generaliza ni restringe los modos individuales de hacerlo. La propiedad
y posesión se refiere exclusivamente a las tierras y no al territorio, susceptible de ser
utilizado u ocupado de alguna manera por las comunidades y los pueblos indígenas. Se está
ante una visión que tiene como propósito garantizar y salvaguardar los derechos de los
propietarios de los predios, así como evitar, en lo posible, confrontaciones entre los
pueblos, quienes demandan la existencia de derechos originarios, precedentes a la
constitución del Estado, y los legítimos dueños las tierras, de acuerdo con las disposiciones
que regulan la propiedad de individuos o de núcleos de población, como es el caso de las
tierras ejidales y comunales.

Con el ordenamiento general de la reforma constitucional en cuanto a que los pueblos
indígenas sólo pueden acceder al uso y disfrute de sus tierras, se elimina uno de los
elementos constitutivos de la definición de los pueblos y, con ello, queda sin efecto la
posibilidad de que éstos cuenten con el espacio material donde ejerzan su control político y
decidan colectivamente sus formas de reproducción, de acuerdo con sus valores culturales y
sus sistemas normativos. La inexistencia de territorios para los pueblos indígenas supone la
pérdida de un aspecto fundamental para garantizar su propia existencia. En consecuencia,
queda denegada, por la vía legal, una de las condiciones imprescindibles para la
conformación de un Estado multicultural o plural, toda vez que –para la perspectiva política
comprometida con la reconstitución de los pueblos indios– sólo a partir del derecho
territorial es que un pueblo está en condiciones de afirmar su cultura y preservarse como
componente de la diversidad cultural de la nación. Sólo en la jurisdicción de los pueblos
sobre un territorio es donde puede materializarse, de manera efectiva, su reconocimiento
como sujeto de derechos.

Sin embargo, al estar restringida esta posibilidad por la reforma constitucional, sólo se
otorgan derechos para las comunidades en lo que se refiere a la forma de organización
social y política de su vida interna, y, a los indígenas en lo particular para garantizarles sus
derechos de propiedad. Paralelamente se les confieren a las comunidades condiciones de
preferencia en el uso y disfrute de los recursos naturales, no estratégicos, de su hábitat. En
virtud de estas restricciones, desde el punto de vista de quienes reivindican y postulan la
pertinencia de derechos colectivos diferenciados de los derechos generales ciudadanos para
los pueblos indios, la reforma constitucional resulta inhabilitada para satisfacer sus
reclamos y avanzar hacia un tipo de Estado distinto al democrático de derecho vigente en el
país.

Dilema 5: comunidad indígena ¿entidad de derecho o entidad de interés público?
La reforma constitucional ofrece una definición de las comunidades indígenas como unidad
social, económica y cultural, con autoridades tradicionales, asentadas en un espacio
territorial y pertenecientes a un pueblo indígena. En términos jurídicos las caracteriza como
de interés público y, consecuentemente, restringe sus vínculos a la figura de la asociación,
por lo tanto, con los cambios jurídicos se asume una actitud de tolerancia cultural y de
promoción social con respecto a la comunidad. De este modo, al no ser una instancia
pública cualitativamente diferenciada de los órdenes de gobierno establecidos
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constitucionalmente –federal, estatal o municipal– subordina sus posibilidades de ejercicio
de autodeterminación y autonomía al orden municipal.

Se evita, con ello, la posibilidad de formas o figuras de asociación institucional que
sobrepasen el horizonte municipal con objetivos que trasciendan el mero desarrollo
económico y social o el uso y disfrute de los recursos naturales. En la modificación al
artículo 115 constitucional, fracción iii, se explicita la atribución de las comunidades
indígenas para coordinarse y asociarse en el ámbito municipal. A la manera clásica, la
reforma constitucional busca asimilar a la estructura y la lógica prevalecientes en la
Constitución esta figura de organización comunal, encaminándola como asociación de
índole productiva, como titular de prestaciones para el desarrollo.

En tanto que orden jurídico, las modificaciones constitucionales incorporan a la comunidad
indígena como parte del entramado legal del país en un plano submunicipal. Como figura
tradicional que ha disfrutado atribuciones legales de hecho, equivalentes a la de los jueces
de paz, para dirimir conflictos de orden interno, la comunidad es asimilada al derecho
positivo y la aplicación de sus sistemas normativos consuetudinarios aceptados, mediante el
establecimiento legal de los procedimientos y casos de validación jurídica. Se trata de la
incorporación de un orden jurídico tradicional al que se le otorga la titularidad de derechos
y atribuciones, incluida la elección por usos y costumbres de sus autoridades comunitarias,
con un ámbito de validez inframunicipal.

Para la perspectiva comunitarista la reforma constitucional vulnera radicalmente el núcleo
esencial del andamiaje jurídico y político de los pueblos indios. Con la instrumentación de
los procedimientos habituales del derecho liberal para lidiar con los dilemas del pluralismo
jurídico, que implica el tratamiento de las figuras colectivas del derecho indígena
(consuetudinario), queda descartada toda posibilidad de avanzar en la conformación de un
Estado multinacional o multicultural.

Dilema final: ¿qué sigue?
La reforma constitucional en materia indígena resulta en la inclusión de un conjunto
heterogéneo de reclamos políticos y sociales en la estructura de los derechos formales de
los ciudadanos. Se trata de una modificación jurídica que tiene los límites del consenso que
fue posible construir en el Poder Legislativo, con una correlación de fuerzas equilibrada
que dificultó sobremanera los acuerdos, en torno a un tema muy politizado y altamente
ideológico.

El Congreso tuvo la disposición a establecer constitucionalmente los derechos de los
indígenas mexicanos y garantizar de ese modo la coexistencia de una numerosa minoría
cultural bajo los criterios de libertad, democracia y justicia social. Nada revolucionario. No
obstante, la Carta Magna se ha enriquecido con el reconocimiento del derecho a la
diversidad y la prohibición de toda forma de discriminación, con ello, se avanza hacia un
Estado constitucional de corte más contemporáneo, que asume el respeto a las diferencias
culturales y no soslaya las desigualdades reales.

Sin embargo, la reforma es una reforma minimalista. Está construida desde la perspectiva
del Estado constitucional vigente. Adopta la idea de que es posible otorgar derechos
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autonómicos relativos y reconocer las diferencias culturales sin transgredir la estructura del
Estado mexicano. La reforma es también calificable como garantista, sustentada en el
principio de dignidad, por lo que incorpora acciones afirmativas, así como en el principio
de diferencia, al aceptar una composición pluricultural de la nación y garantías de respeto y
tolerancia para las culturas que forman parte del Estado mexicano.

No es esa, por supuesto, la óptica de los acervos críticos de la reforma, principalmente el
ezln, las organizaciones indígenas que lo apoyan, como el Congreso Nacional Indígena, sus
simpatizantes e intelectuales afines. Todos ellos comprometidos en la construcción de otro
Estado, fundado en el acuerdo entre los pueblos que son la base sobre la que habrá de
constituirse la nación. Aspiran no sólo a nuevos órdenes jurídicos dotados de autoridad,
normas y ámbitos de competencia restringidos, como establece la reforma; sino que los
pueblos y comunidades indígenas sean entidades territoriales independientes (autonomías
en sentido fuerte), pilares constitutivos del nuevo Estado. De ahí la insistencia en las
nociones de territorio y entidades de derecho (público).

El dilema de la reforma constitucional indígena y del conflicto que le subyace parece
irresoluble. En términos del debate político, cultural y jurídico lo es, todavía por largo rato.
Hay pequeñas soluciones, avances parciales, componendas limitadas –minimalistas– de
carácter práctico, en consonancia con las cambiantes correlaciones de fuerza. Soluciones
democráticas provisionales, es decir, por la vía de la elemental e insustituible regla de la
mayoría. Obligada y deseable utopía: renunciar al fundamentalismo (histórico o cultural)
que siempre lleva –al principio o al final– al abismo de la violencia


